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Resumen
Este artículo ofrece un marco analítico por el que analizar uno de los modelos más rele-
vantes de democracia participativa, la democracia asociativa a nivel local. Mediante la
hipótesis del sesgo participativo, el autor muestra los límites de este modelo de demo-
cracia: la lógica institucional de la competencia entre partidos imposibilita una distribu-
ción igualitaria de oportunidades de participación entre todas las asociaciones locales.
Dado que la victoria electoral es el objetivo más importante del gobierno municipal, y
que su segundo objetivo, la oferta de participación, significa distribuir el poder munici-
pal, al hacer lo segundo, debe seleccionar aquellas asociaciones que no limiten el primer
objetivo. Para contrastar la hipótesis, el autor analiza experiencias de democracia asocia-
tiva en municipios españoles.
Palabras clave: democracia participativa, democracia asociativa, participación ciudadana,
municipios.
Abstract. The participatory bias. An introduction to the positive theory of participatory
denocracy
This article offer an analytical framework to analyse one of the most relevant models
of participatory democracay, the associative democracy in the local level of government.
By the participatory bias hypothesis, the author show the structural limits of this model
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of democracy: the institutional logic of party competence make imposible an igualitari-
an distribution of participation opportunities among local associations. While the main
goal for local government is the electoral victory, and its second goal, the participation
opportunities supply, means redistribution of local power, to implement the second one
has to select those associations that does not limit the firts one. To contrast the hypote-
sis, the author analyse the development of some associative democracy experiences in
spanish municipalities.
Key words: participatory democracy, associative democracy, citizen participation, muni-
cipalities.
Como es bien conocido, la reflexión sobre la democracia ha ido adoptando
desde finales del siglo pasado dos vertientes, una normativa y otra empíri-
ca o positiva. La primera, centrada en la proposición de modelos acerca de
la mejor forma en que puede adecuarse el funcionamiento de este sistema
de gobierno a sus postulados normativos, se ha desarrollado tanto para la
democracia representativa de competencia entre partidos —o poliarquía
electoral (Sartori, 1988)— como para la democracia participativa. En cam-
bio, la teoría empírica, que ha hecho del funcionamiento real de la demo-
cracia su objeto de análisis, se ha centrado casi exclusivamente en la prime-
ra, siendo las aportaciones empíricas sobre la democracia participativa casi
inexistentes.
En todo caso, y a partir de mitad de los ochenta, han ido apareciendo pro-
puestas de reforma institucional por las que adecuar la dinámica de la demo-
cracia participativa a sus postulados normativos. Si bien, no se han desarro-
llado modelos que permitan evaluar el funcionamiento real de tales
propuestas. Quedando, por tanto, la reflexión en el campo de la teoría nor-
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Sumariomativa, esto es, como teoría normativa de la democracia participativa.
Este texto pretende avanzar en el análisis empírico de este modelo de
democracia, realizando un acercamiento a lo que podría denominarse teoría
empírica —o positiva— de la democracia participativa. Más concretamente, se
tratará de formular un modelo que, atendiendo a las propuestas normativas
y a los rasgos básicos de las poliarquías electorales, dé cuenta de la dinámica
que previsiblemente seguirá la democracia participativa.
Para ello, el primer apartado pone de manifiesto cuáles son los rasgos con-
cretos de las propuestas normativas. El segundo, tomando las aportaciones de
la teoría empírica downsoniana (Downs, 1973, 1991), da cuenta de un con-
junto de hipótesis por el que estudiar empíricamente la democracia partici-
pativa. Estas hipótesis se tratan de contrastar empíricamente en el tercer
apartado a través de experiencias concretas en las que se han puesto en mar-
cha algunas de las iniciativas normativas comentadas en el segundo aparta-
do. El texto se cierra con unas breves conclusiones acerca de las implicacio-
nes teóricas y prácticas de lo expuesto con anterioridad.
1. La democracia participativa como «democracia asociativa» 
en el ámbito municipal
Las aportaciones más sobresalientes sobre la democracia participativa, a las que
suele denominarse democracia asociativa o democracia corporativa, señalan
que ésta debe consistir en la complementación de los mecanismos de parti-
cipación electoral, articulados a través de la competencia de partidos, median-
te cierta oferta de oportunidades de participación que permita la inclusión
de los grupos y asociaciones civiles en los procesos de toma de decisiones2.
Se trataría, pues, de complementar, articular y regular de forma estable,
mediante mecanismos institucionales, las dos esferas por las que tiene lugar
la participación de los ciudadanos en las democracias contemporáneas: la
electoral y la corporativa —o de presión (Schmitter, 1992). La primera debe-
ría subsistir como mecanismo legítimo de acceso al poder político, la segun-
da debería constituirse como vía por la que solventar los problemas de gober-
nabilidad que enfrentan los sistemas democráticos. Para ello, los grupos de
representación de intereses deben canalizar la demanda política y además
hacerse cargo de la gestión de algunas políticas públicas y la provisión de cier-
tos servicios. Por su parte, el gobierno debe propiciar oportunidades de par-
ticipación, facilitando tanto la formación y actuación de los grupos, como su
inclusión en los procesos de toma de decisiones.
Algunas de estas reflexiones aportan, además, propuestas concretas de
reforma institucional, tal y como la Associative Democracy de Hirst (1994), la
Corporative Democracy de Schmitter (1988) o Mansbridge (1995), las refle-
xiones sobre Associations and Democratic Governance de Cohen y Rogers
(1995), así como las aportaciones que aparecen en este mismo volumen.
Para estos autores, se trata de recuperar el carácter deliberativo de la demo-
cracia mediante la inclusión de grupos de representación de intereses en los
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mal en las labores de gobierno.
Estas propuestas se basan en la hipótesis de que los grupos de repre-
sentación de intereses son construcciones políticas, órganos artificiales sobre
los que, por tanto, pueden actuar las agencias gubernamentales para que
contribuyan a aumentar la calidad de las democracias. En este sentido, el
2. Entre otras pueden consultarse las aportaciones de Kelso (1978), Dahl (1982: cap. 8; 1992:
cap. 23); Barber (1986), Held (1986), Hirts (1994) o Cohen y Rogers (1995).
gobierno no debe limitarse a crear procesos de inclusión de carácter cor-
porativo, sino que debe asegurar que todos los intereses estén presentes,
incluso fomentando la creación de asociaciones y grupos, así como actuan-
do sobre el ambiente de éstos para que se orienten democráticamente hacia
los procesos de toma de decisiones (Cohen y Rogers, 1995: 46-48; Hirst,
1995: 102-107).
Se trata, pues, de desarrollar un amplio e intenso proceso de facilitación
con respecto a la trama corporativa a través de la aplicación de incentivos de
carácter incondicional3, con el objeto de garantizar, por un lado, que en esta
trama estén presentes todos los intereses y, por otro, que los grupos se
orienten en su acción bajo los principios de una cultura política democrá-
tica —bien público, prudencia, tolerancia, solidaridad… (Diamond, 1994).
Más concretamente, los instrumentos que se proponen para llevar a cabo
este tipo de reformas institucionales son fundamentalmente de dos tipos,
los cuales deben darse de forma complementaria. Por un lado, los instru-
mentos convencionales de las políticas públicas (tasas, subsidios, subvencio-
nes, sanciones legales…), que deben actuar como incentivos sobre las aso-
ciaciones. Por otro lado, la aplicación y desarrollo de esos instrumentos
mediante los procedimientos formales de toma de decisiones característicos
del gobierno democrático (cuerpos legislativos y administrativos, así como tri-
bunales de justicia) (Cohen y Rogers, 1995: 44; Schmitter, 1995: 172-173).
En este sentido, las oportunidades de participación pueden sintetizarse en, por
un lado, el acceso a bienes y servicios públicos y, por otro, el acceso a órga-
nos de toma de decisiones.
Otro de los puntos comunes a estas propuestas de «democratización de
la democracia» hace hincapié en la escala local como locus apropiado de las
reformas. La existencia de cierta relación de adecuación entre democracia par-
ticipativa y nivel de gobierno local es un elemento indiscutible de la teoría
democrática, pues la participación activa de los ciudadanos, directamente o
a través de asociaciones, aumenta en la misma medida en que disminuye el
tamaño de la comunidad política (Dahl y Tufte, 1973; Dahl, 1982: 13; Sar-
tori, 1988: 92). Pero, además, los ciudadanos se identifican y se orientan polí-
ticamente hacia el gobierno municipal en mayor medida que hacia cualquier
otro4.
En suma, la democracia participativa consistiría en la provisión u ofer-
ta de oportunidades de participación a grupos de representación de intere-
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4. Para una discusión más amplia de la relación de adecuación entre escala y forma de
gobierno democrática, la relevancia política de los municipios en las democracias de los
países desarrollados, así como el análisis de experiencias y modelos de democratización a
nivel municipal, se remite a Navarro (1998).
ses por parte de unidades de gobierno de tamaño reducido, como por ejem-
plo los municipios. De hecho, este tipo de iniciativas vienen siendo comu-
nes en municipios de los países desarrollados (Navarro, 1988: cap. 3). Entre
éstas, destaca el caso español, ya que alrededor de tres cuartas partes de sus
municipios han puesto en marcha reformas institucionales para propiciar la
participación de los ciudadanos, cuyos ejes orientadores básicos coinciden
con las propuestas que vienen produciéndose desde la teoría democrática.
Esto permite analizar empíricamente las propuestas normativas que al res-
pecto vienen realizándose.
2. Introducción a la teoría empírica de la democracia participativa
Ahora bien, ¿cómo cabe esperar que funcione de hecho el modelo de «demo-
cracia asociativa» descrito más arriba?, ¿en qué forma interactuarán gobier-
nos municipales y grupos de representación de intereses? Para conocerlo se
describirá el sistema de acción objeto de análisis (actores intervinentes, recur-
sos, intereses y marco institucional), para posteriormente determinar sus
posibles pautas de interacción. En este sentido, debe señalarse previamente
que los sistemas de gobierno municipal de las democracias occidentales pue-
den clasificarse en dos grandes tipologías o modelos: descentralizado y des-
concentrado. En el primero, común a toda la Europa continental y América
Latina, los municipios poseen «competencia general» sobre los asuntos loca-
les, esto es, pueden actuar de forma autónoma con respecto a niveles de
gobiernos superiores. En cambio, en el modelo desconcentrado o «anglosa-
jón», la acción municipal es delimitada por el gobierno central o los gobier-
nos federales (Navarro, 1998a). Nuestro análisis, y por tanto su validez, se cen-
trarán en el primer modelo, pues es en éste en el que los gobiernos
municipales poseen el monopolio de la oferta de oportunidades de partici-
pación política a nivel municipal.
2.1. El sistema político local: actores, recursos e intereses
Al igual que en otros niveles de gobierno, la participación política en los
municipios se articula a través de las esferas electoral y corporativa, en
donde clase política —integrantes del gobierno municipal o la oposición—
y élites cívicas —miembros activos de los grupos de representación de inte-
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terísticas peculiares derivadas de su localismo que inciden de una forma
determinante en el desarrollo de las iniciativas de democratización a nivel
municipal.
Los gobiernos municipales poseen un diseño institucional que se corres-
ponde con el modelo de democracia de competencia entre partidos. Este
proceso es el que legitima el acceso al poder político y el que concede al par-
tido o coalición victoriosa el monopolio del aparato gubernamental y de los
recursos y bienes municipales. De esto se desprende lo siguiente. Primero, que
el objetivo principal de los partidos reside en la maximización de los votos
para obtener el poder. Por tanto, y en segundo lugar, que el interés principal
del partido que controla el gobierno local consiste en ser reelegido. Por últi-
mo, que el partido gobernante puede hacer uso del aparato gubernamental
y los bienes municipales de la forma que le parezca para favorecer su reelec-
ción (Downs, 1973, 1991).
Ahora bien, en el caso del gobierno municipal, la interacción entre cla-
se política y ciudadanía es más intensa y constante que en otros niveles de
gobierno. Por tanto, para desarrollar su labor estos actores necesitan ancla-
jes directos con la comunidad local (Rao, 1998; Owens, 1998), entre los
que destaca la pertenencia a grupos de representación de intereses. De
hecho, datos al respecto muestran que por lo común los miembros de la cla-
se política local pertenecen simultáneamente a uno o más grupos o aso-
ciaciones locales (Parry y otros, 1992: 352; Balme, 1989: 140; Moyser y
Parry, 1989: 160-162; Bettin, 1993). Lo que muestra la existencia de una
intrincada red de interacciones entre partidos y asociaciones locales, y por
tanto, un nivel de interdependencia más alto y extendido que en otros
niveles de gobierno.
Por su parte, las asociaciones locales, dado su carácter de grupos de inte-
rés con la finalidad de obtención de bienes públicos y, entre éstos, oportu-
nidades de participación en la política municipal, presentan constricciones
estructurales relevantes en relación con el fenómeno que aquí se analiza5. Se
trata de acciones colectivas sometidas a rendimientos marginales decrecien-
tes, pues a medida que aumenta la cooperación disminuye el valor de nue-
vos apoyos individuales, incluso llegando éstos a carecer de efecto o ser nega-
tivos (Hardin, 1982: 17-20; Elster, 1989: 128-132; Marwell y Oliver, 1993:
40). Ello hace que se trate de grupos pequeños e inestables constituidos por
una pequeña élite cívica o masa crítica que, contando con un alto interés en
la consecución de ciertos bienes públicos y numerosos recursos, corren con
los costes de movilización y organización que conlleva la acción colectiva (Oli-
ver, 1984; Bolduc, 1980).
De lo anterior se deriva que se trata de grupos estructuralmente depen-
dientes. La influencia que puedan ejercer depende más de la consecución de
recursos externos que de los que provienen de sus miembros. En concreto,
de la posición que ocupen en la trama asociativa local y de la superposición
que mantengan con otros actores políticos (grupos, partidos o gobierno
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será el acceso a información y recursos, y, por tanto, su capacidad de influen-
cia (Knoke, 1990: 69-74; Marwell y Oliver, 1993: cap. 5; Knoke y Kuklins-
ki, 1982: 52; Klandermans y Oneaga, 1987).
En suma, los rasgos básicos del sistema político local serían los siguientes:
5. En adelante se tratarán como sinónimos los términos grupos de representación de intereses,
grupos o asociaciones locales.
1. La competencia electoral entre partidos constituye la lógica institucional
que configura, organiza y delimita los procesos que tienen lugar en la esfe-
ra electoral, pues legitima el acceso al ejercicio del poder político en la
comunidad local.
2. Como derivación de lo anterior, el partido o coalición que controla el
gobierno municipal posee el monopolio de la oferta de oportunidades de
participación.
3. Los grupos y asociaciones locales se caracterizan por ser estructuralmente
dependientes. Dependen de fuentes externas de recursos para hacer fren-
te a los costes derivados de la producción de acción colectiva.
4. De lo anterior se deriva que su capacidad de influencia depende de la
centralidad y la superposición que mantengan en la trama corporativa
local. Cuanto más altas estas últimas, mayor será la primera.
2.2. Pautas de interacción: el sesgo participativo
En términos generales, las reformas institucionales y, en concreto, la institu-
cionalización de cierta oferta municipal, las oportunidades de participación,
suponen procesos de movilización de recursos políticos. Por esta razón, su ori-
gen y desarrollo dependen de la existencia de una coalición de actores, tan-
to electorales —partidos— como corporativos —grupos— que tengan recur-
sos suficientes como para poner en marcha, o incluso imponer, el proceso
(Lanzalaco, 1995). Si por coalición entendemos un acuerdo de carácter con-
tingente entre diversos actores sobre las reglas de comportamiento que harán
posible que cada uno de ellos alcance sus intereses y de una forma más bene-
ficiosa que individualmente o mediante otros acuerdos o alianzas (Ordeshook,
1992: 258), resulta evidente que el gobierno municipal debe tener en cuen-
ta los recursos e intereses de los actores políticos locales.
Más aún, la oferta de oportunidades de participación supone un pro-
ceso de redistribución del poder o, cuando menos, de creación de canales
por los que influir sobre el gobierno municipal. El hecho de que éste pre-
tenda hacerlo al mismo tiempo que pretende ganar las elecciones crea un
dilema acerca de qué actores de todos a los que puede ofrecer oportunida-
des de participación harán posible la consecución de ambos objetivos. Ade-
más, los partidos de la oposición también tratarán de canalizar la deman-
da para formar coaliciones político-cívicas, aprovechando el proceso de
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pación para erosionar o arrebatar la posición de gobierno a otros actores de
la esfera electoral.
Dado este dilema, podría postularse que para generar una coalición favo-
rable y poderosa, el gobierno municipal tendrá en cuenta información rele-
vante sobre los recursos y los intereses de las asociaciones locales. En concreto,
sus coeficientes de influencia y de confianza. El primero se refiere de la cen-
tralidad de los grupos en la trama corporativa y, por tanto, a su capacidad de
influencia. El segundo da cuenta de la superposición que mantiene con el
gobierno municipal, los rasgos comunes de sus respectivos sistemas de creen-
cias, de los que se derivan expectativas de apoyo mutuo6.
Es previsible que aquellas asociaciones que por su centralidad —coeficiente
de influencia— garanticen la disponibilidad de recursos suficientes para cola-
borar con el gobierno municipal, como por ejemplo, mediante la transmisión
de información acerca de las preferencias u opiniones de los ciudadanos,
mediante la colaboración en el desarrollo de una actividad o proyecto muni-
cipal, o incluso en la movilización o campaña electoral, accedan en mayor
medida a las oportunidades de participación que otras que no lo garanti-
cen. Pero, al mismo tiempo, deben garantizar cierta predisposición a hacerlo
—coeficiente de confianza.
De lo anterior se deriva que, en cuanto a su forma, la oferta municipal
de oportunidades de participación tenderá a presentar cierto sesgo partici-
pativo, por el que se beneficiará a determinados grupos en particular frente
a otros. Así pues, nuestra hipótesis acerca de la distribución municipal de
oportunidades de participación podría formalizarse como sigue:
OPgi = f (CIgi,CCgi );
donde:
OPgi : oportunidades de participación del grupo i,
CIgi : coeficiente de influencia del grupo i,
CCgi : coeficiente de confianza del grupo i.
Además, esta hipótesis implica que el gobierno municipal procederá a ins-
titucionalizar la oferta, a incorporarla como una política pública en su pro-
yecto de gobierno, siempre y cuando existan actores corporativos que cum-
pliendo tales condiciones garanticen la consecución simultánea de
democratización y victoria electoral. Pues, en cualquier caso, es previsible que
en la ordenación de preferencias del partido o partidos que controlen el
gobierno municipal la victoria electoral se sitúe siempre en una posición
jerárquicamente superior a la iniciativa de democratización. En términos
más sencillos, la segunda estará condicionada por la primera, aunque sólo sea
porque para proveer el bien público «oportunidades de participación» es
necesario estar en situación de gobierno.
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institucionalmente inducido por el marco o estructura de oportunidades don-
de tiene lugar. La lógica institucional que regula el acceso al poder munici-
pal, la victoria electoral —la maximización de votos— condiciona el resul-
6. Por sistema de creencias se entiende la forma e intensidad con la que las cuestiones polí-
ticas son conceptualizadas y entendidas por diversos actores (Sartori, 1987: 83-103). En
nuestro caso se trataría de las creencias acerca de los problemas o cuestiones que debe abor-
dar la política municipal y la forma en que debe hacerlo.
tado del proceso democratizador, pues fuerza cierto sesgo en la distribución
de oportunidades de participación.
3. Análisis empírico de experiencias de democracia participativa 
en municipios españoles
Tal y como se ha indicado más arriba, alrededor de tres cuartas partes de
los municipios españoles han puesto en marcha procesos de instituciona-
lización de oportunidades de participación siguiendo las orientaciones bási-
cas que delimitan las propuestas normativas expuestas anteriormente. Esto
permite contrastar empíricamente nuestras hipótesis acerca del funciona-
miento de tales modelos de democracia participativa. Fundamentalmente,
estas iniciativas han consistido en la elaboración y aprobación de un regla-
mento o norma de participación ciudadana (RPC, en adelante). Se trata de
un documento normativo por el que se crea una institución política que tie-
ne por objetivo regular de forma estable la relación entre gobierno y comu-
nidad local, garantizando así cierta oferta pública de oportunidades de par-
ticipación7.
Para contrastar lo apuntado en nuestro modelo se tomarán estas expe-
riencias como corpus empírico, realizando en primer lugar un breve análisis
de estas iniciativas para el conjunto de los municipios españoles de 20.000
o más habitantes a través de una encuesta postal8. Posteriormente, se anali-
zan dos estudios de casos, que se corresponden con dos de los municipios que
fueron pioneros en la puesta en marcha de tales procesos.
3.1. La democratización municipal: la coalición democratizadora 
«partidos de izquierda-asociaciones vecinales»
En 1993 alrededor del 63% de los municipios españoles de 20.000 o más
habitantes habían puesto en marcha el proceso de democratización munici-
pal mediante la aprobación de un RPC. El 26,7% de éstos se aprobaron con
anterioridad a la aparición de la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local
El sesgo participativo Papers 61, 2000 19
7. Sobre la importancia relativa de las experiencias de aprobación de RPC en España fren-
te a otros tipos de iniciativas de carácter específico (colaboración en programas o proyectos
municipales, preparación de fiestas populares, etc.), se remite a Navarro (1997a), en don-
de se definen diversos modelos de democratización a través del análisis estadístico multi-
variable de 27 estudios de caso de experiencias de participación ciudadana en municipios
españoles.
8. Los datos se han tomado de la encuesta postal «Participación Ciudadana en los Munici-
pios» que realizó la FEMP en 1993. Quisiera agradecer a esta institución (a la Comisión
Permanente de Participación Ciudadana) su confianza al encargarme la organización,
explotación y análisis de los datos. Los resultados fueron presentados en un informe a la
Comisión Permanente en junio de 1994. Cf. Navarro (1994). Los datos deben tomarse
con precaución debido a la baja tasa de respuesta, que puede elevar el error muestral has-
ta el 5%, que se incrementa al hacer cruces, ya que las submuestras son muy reducidas. 
(LRBRL) en 1985, por la que se regula el desarrollo de este tipo de procesos
para todos los municipios.
Tomando como criterio esta fecha y algunos resultados del análisis, pue-
den diferenciarse dos tipos de municipios. Por una parte, municipios inno-
vadores, pues pusieron en marcha los procesos con anterioridad a la aproba-
ción de la LRBRL; por otra parte, municipios imitadores, lo hicieron con
posterioridad y, además, la morfología de sus RPC se ajusta a lo recogido en
la legislación, que, fundamentalmente, se basa en las experiencias desarrolladas
en los municipios innovadores (Navarro, 1999: 154-158).
En su conjunto, los datos de la encuesta muestran que el fenómeno
aumenta en la misma medida que lo hace el tamaño del municipio, y que se
da en mayor medida entre los municipios que cuentan con un gobierno
encabezado por partidos de izquierda (PSOE e IU) que cuando se trata del
PP o partidos nacionalistas. Rasgos que se acentúan cuando se trata de los
municipios innovadores (figuras 1 y 2)9. Si se atiende a ciertos rasgos del pro-
ceso de elaboración de los RPC —actores promotores y aportación de suge-
rencias por parte de las asociaciones—, se puede comprobar que la colabo-
ración entre gobierno municipal y asociaciones locales es menor entre los
municipios imitadores, y sobre todo cuando se trata de municipios de menor
tamaño o gobernados por el PP o partidos nacionalistas (figura 3).
En el marco de nuestras hipótesis, estas diferencias pueden explicarse en
función de la morfología de las tramas corporativas locales en los municipios
españoles y la superposición existente entre asociaciones y partidos. Por una
parte, la trama corporativa municipal en España se ha caracterizado hasta fina-
les de los ochenta por la presencia activa y casi exclusiva de asociaciones de
vecinos (AA.VV., en adelante) (Sastre, 1997). Éstas han seguido conservan-
do cierta centralidad con posterioridad, cuando la trama ha aumentado en
volumen, pero, sobre todo, se ha diversificado, en atención a nuevos intere-
ses o preocupaciones (asociaciones de jóvenes, deportivas, ecologistas, de
mujeres, de ancianos, culturales, etc.) (Fundación Encuentro, 1994, 1995;
Pietro-Lacaci, 1994; Martín y Francescuti, 1993).
Por otra parte, es conocido el alto grado de superposición existente entre
asociaciones vecinales y los partidos de izquierda, sobre todo durante los pri-
meros años de la transición y consolidación democráticas en España, y en
especial con el PCE, posteriormente partido mayoritario de la coalición IU
(Castell, 1986: 314-316; Capó y otros, 1988: 204; Villasante, 1984; Gun-
20 Papers 61, 2000 Clemente J. Navarro Yáñez9. En las figuras 1, 2 y 3 se refleja el indicador diferencia de proporciones. Para determinar la
intensidad del fenómeno se resta el porcentaje de municipios que no han aprobado RPC
para cada categoría de las variables independientes del porcentaje de municipios que sí lo
han hecho en esa misma categoría. El mismo procedimiento se aplica al restar el porcen-
taje de los que aprobaron el RPC antes de 1984 menos los que lo hicieron con posterio-
ridad. En la ilustración 2 los cálculos serían los siguientes. Para la iniciativa, que en la ilus-
tración 3 aparece como IER (iniciativa elaboración reglamento) sería: (clase política + élite
cívica) – (clase política en exclusiva). Para las aportaciones: Sí-No.












-100 -50 0 50 100
Intensidad -15,2 52,8 82,6 0 -20 27,6 20 32 40,8 -8,4 26,4
Antes-después 1984 -100 -60 22,2 -100 -100 -40,8 100 -33,4 -25 -100 -75
Diferencias de proporciones
Figura 1. Intensidad y período de aprobación de RPC en municipios españoles según
tamaño del municipio, partido y zona geográfica (1979-1993). 















-100 -50 0 50 100
Ambos+El.Cv.-CI.PI. 39 23 65,2 0 60 42,2 60 19,2 33,4 83,4 36,8 52,1 27,2 -27,7
Aportaciones: Sí-No -4,4 57,8 80,2 -100 100 47,4 100 38 68,4   25 33,4 75 60 22,6
Diferencias de proporciones
Figura 2. Colaboración entre gobierno municipal y asociaciones en la elaboración del RPC
según tamaño del municipio, partido y zona geográfica (1979-1993). 
Fuente: Navarro (1999: 153).





IM/IZQ/URBter y otros, 1986). Ambos actores compartían como objetivos prioritarios de
la política municipal establecer mecanismos y canales de participación, así
como reorientar las políticas de ordenación urbana. En cambio, la superpo-
sición entre partidos y nuevas asociaciones es menor, más dispersa, o al
menos, menos selectiva que en el caso de las vecinales (Urrutia, 1992). En un
momento en que, además, la agenda de actuación municipal tiende a centrarse
en la provisión de servicios sociales, como corolario del proceso de confor-
mación y posterior descentralización del Estado de bienestar en España, y
menos en el urbanismo, problema central de la agenda de actuación de las
asociaciones de vecinos (Navarro, 1997a).
Diferencias de proporciones.
IER (Ambos-CI. pol.) + IER: Media total Aportaciones (Sí-No) Aportaciones: Media ti
-100 -50 0 50 100
Figura 3. Colaboración entre gobierno municipal y asociaciones en la elaboración del RPC
según tipos de municipios (1979-1993). 
Fuente: Navarro (1999: 158).En el caso de los municipios innovadores, parece evidente que la con-
junción de la centralidad de las asociaciones de vecinos y su superposición con
los partidos de izquierda propiciaron la creación de una coalición poderosa
que impulsó el proceso democratizador a través de RPC allí donde los segun-
dos gobernaban. Por contra, los cambios en las tramas corporativas han
supuesto la debilitación de las coaliciones que desarrollan el proceso en los
municipios imitadores, sobre todo cuando la colaboración —confianza—
entre partidos y asociaciones disminuye. En este caso, cuando se trata de
municipios menores o gobernados por otros partidos, la iniciativa parte en
mayor medida del propio gobierno municipal, en lo que también se debe
tener en cuenta el refuerzo legitimador que supone la aprobación de la
LRBRL.
Ahora bien, estos resultados informan de la coalición que da origen al pro-
ceso, pero no permiten confirmar que exista sesgo participativo en su desa-
rrollo. Para contrastar este fenómeno se exponen a continuación los resulta-
dos de dos estudios de caso de municipios innovadores, en concreto, Córdoba
y Málaga, que cuentan con aproximadamente 300.000 y 500.000 habitan-
tes respectivamente.
3.2. Dos estudios de caso: la oferta de oportunidades de participación 
en Córdoba y Málaga (1979-1995)10
Tanto en Córdoba como en Málaga se ha producido una intensa relación entre
asociaciones locales y gobierno municipal desde las primeras elecciones demo-
cráticas en 1979. En ambas ciudades han gobernado ininterrumpidamente
hasta 1995 partidos políticos programáticamente interesados en promover y
ofrecer oportunidades de participación (PCE/IU en Córdoba y PSOE en Mála-
ga). De hecho, aprueban sus primeros RPC en 1979 y 1981 respectivamente.
Éstos y sus sucesivas modificaciones reflejan un modelo de democracia asocia-
tiva similar a las propuestas normativas expuestas más arriba. Se crean órganos
de participación, en los que las asociaciones pueden influir sobre los procesos
políticos municipales, y se conceden, al menos anualmente, subvenciones y ayu-
das económicas a las asociaciones locales, como concreción del ejercicio de
facilitación del gobierno municipal con respecto a ellas.
El análisis de la composición de los miembros de los órganos de partici-
pación, Consejos de Distrito y Consejos de Centro Cívico en el caso de Cór-
doba, y Plenos de Distrito en Málaga, así como la distribución de las sub-
venciones concedidas por estos gobiernos municipales con el fin de fomentar
el asociacionismo y la participación ciudadana, muestran la existencia de
cierto sesgo participativo, y aún más, la conformación de ciertas comunida-
des políticas diferenciadas según el grado de acceso a oportunidades de par-
ticipación, y más en general, según las pautas de interacción establecidas
entre asociaciones y gobierno municipal.
De forma sintética los resultados del análisis se muestran en las tablas 1
y 2. En ellas se pone de manifiesto el coeficiente de confianza e influencia de
las asociaciones, como variables independientes de nuestro modelo, y las
El sesgo participativo Papers 61, 2000 23pautas de interacción, acceso a los órganos de participación y a las subven-
ciones, como variables dependientes (también reflejadas en las figuras 4, 5,
6 y 7 que aparecen a continuación de las tablas). Los resultados muestran que
10. Los casos de Córdoba y Málaga se basan, respectivamente, en los capítulo décimo y undé-
cimos de Navarro (1999). En su primer capítulo puede encontrarse el diseño de la inves-
tigación en su conjunto, donde se incluyen dos casos italianos (Vicenza y Bologna). Qui-
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e carácter formal: No existen o son de
RPC (Consejos carácter informal
de Distrito)
Consejos de Centro
i CD: 29.33 IRi CD: [-12.70; 5.77]
i CC: 45.23 IRi CC: [-21.03; 12.93]
ASi: 16.33 IDASi: [-10.31; 1.53]
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 del total de consejos de distritos que pertenecen al gru-
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resentación y valores negativos, infrarrepresentación.
en concepto de subvenciones sobre el total destinado a
ados).
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Acceso a recursos ID
(subvenciones)
INTENSIDAD (grado de institucionalización) A
— Pi: Peso del grupo i sobre el total de grupos existentes en el municipio (en %).
— Tpi: Tasa de pertenencia del grupo i (porcentaje de población de 18 y más años afiliados al grup
— IRi CD: Índice de representación del grupo i en los consejos de distrito (porcentaje de miembros
po i menos el peso del grupo i ).
— IRi CC: Índice de representación del grupo i en los consejos de centro de centros cívicos (porcen
el peso del grupo i ).
El recorrido de estos índices es el intervalo [1,-1]. Cuando el valor es igual a cero significa que e
ción en proporción a su peso en la trama corporativa municipal. Valores positivos indican sobrerrep
— IDASi: Índice de acceso a subvenciones del grupo i (porcentaje de pesetas que recibe el grupo i
subvenciones menos el porcentaje que representa el grupo i sobre el total de grupos subvencion
El IDAS tiene un recorrido igual al intervalo [100,-100]. Cuando el valor es cero significa que e
porcentaje que supone sobre el total de grupos subvencionados. Valores positivos implica un acceso m
do el valor es negativo.
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el grupo i está representado en los órganos de participa-
resentación y valores negativos, infrarrepresentación.
en concepto de subvenciones sobre el total destinado a
ados).
el grupo i recibe una cantidad de dinero que se ajusta al
ayor con respecto al peso que posee, y al contrario cuan-
re corchetes, los valores máximo y mínimo que alcanzanTabla 2 (continuación)
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decisiones (órganos 
de participación)
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INTENSIDAD (grado de institucionalización) En de
— Pi: Peso del grupo i sobre el total de grupos existentes en el municipio (en %).
— Tpi: Tasa de pertenencia del grupo i (porcentaje de población de 18 y más años afiliados al gru
— IRi PD: Índice de representación del grupo i en los plenos de distrito (porcentaje de miembros
i menos el peso del grupo i ).
El recorrido de estos índices es el intervalo [1,-1]. Cuando el valor es igual a cero significa que 
ción en proporción a su peso en la trama corporativa municipal. Valores positivos indican sobrerrep
— IDASi: Índice de acceso a subvenciones del grupo i (porcentaje de pesetas que recibe el grupo i
subvenciones menos el porcentaje que representa el grupo i sobre el total de grupos subvencion
El IDAS tiene un recorrido igual al intervalo [100,-100]. Cuando el valor es cero significa que 
porcentaje que supone sobre el total de grupos subvencionados. Valores positivos implica un acceso m
do el valor es negativo.
Cuando se dan valores de los indicadores para varias asociaciones al mismo tiempo, se indican, ent
[mín., máx.]
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AA.VV. Peña APA Joven Mujer 3ª Edad Otras
IRi CD 29,23 -10,13 -12,7 -8,08 5,26 5,77 -9,37
IRI CC 45,23 18,46 -21,03 -0,41 12,93 -5,77 -9,77
IRi CD IRi CC










Figura 4. Índices de representación en consejos de distrito y consejos de centro en el muni-
cipio de Córdoba (1995). 
Fuente: Navarro (1999: 225 y 236).









IDASI 16,33 -1,53 -10,31 -0,54 -2,49 -1,72 -1,51
IDASI
Figura 5. Índice de acceso a subvenciones de centros cívicos por tipo de asociaciones en
Córdoba (1991-1993).
Fuente: Navarro (1999: 237).
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AA.VV. Peñas APAS Joven Asistencial Otras
Tpri 68,75 3,13 9,38 6,25 6,25 6,25
IRi 46,32 -12,79 -2,6 -7,96 -5,73 -17,23
IRi: índice de representación del colectivo I en pleno de distrito.












Figura 6. Índice de representación en los plenos de distrito de Málaga (1996).
Fuente: Navarro (1999: 266).












IDAS1I 14,49 21,91 -6,5 -8,53 -0,9
Figura 7. Índice de acceso a subvenciones municipales en Málaga (1993-1995).
Fuente: Navarro (1999: 267).
cuanto mayores son las primeras, también lo son las segundas, confirmando
así nuestra hipótesis del sesgo participativo. Ahora bien, ¿cómo se genera en
cada municipio la coalición que da lugar a este sesgo?
En el caso de Córdoba, puede explicarse porque la corporación munici-
pal tenía información acerca de la afinidad de las asociaciones de vecinos,
basada en una amplia superposición de sus miembros con el PCE. Aún man-
teniendo su independencia de criterio, las AA.VV estuvieron ligadas desde su
origen a la órbita del partido comunista y de otros partidos de izquierda. Sin
embargo, esta interrelación fue diluyéndose a medida que se afianzaba la
democracia en España: muchos de los partidos de izquierda más activos desa-
parecieron, el PCE perdió en las urnas buena parte de su fuerza e influencia
y el movimiento vecinal se fue despolitizando gradualmente (Castell, 1986:
318-319; Gunther y otros, 1986: 176).
Ahora bien, la permanencia del PCE y posteriormente Izquierda Unida
en la alcaldía de Córdoba hasta las elecciones de 1995, no sólo permitió que
aquella relación privilegiada (aunque independiente) entre el PCE y el movi-
miento vecinal no desapareciera, sino que las AA.VV. encontraron en el
poder municipal mayor fomento que otras asociaciones locales. Tal y como
apunta el antiguo secretario de la Federación Cordobesa de Asociaciones de
Vecinos «la mayoría de las AA.VV. están nutridas por gente de IU y por cris-
tianos progresistas». Aunque el gobierno municipal de Córdoba no tuviera
información completa sobre toda la trama asociativa de la ciudad, sí la tenía
sobre las AA.VV. Sabe que aproximadamente un cuarto del total de asocia-
ciones de la ciudad son de vecinos —coeficiente de influencia— y tiene la
seguridad de que apoyarán su política si las fomenta —tiene la seguridad de
que son afines, coeficiente de confianza— y en ellas sustenta, como queda
reflejado en la tabla 1, el desarrollo de instituciones de participación ciuda-
dana.
Este sesgo en la oferta de oportunidades de participación dio lugar a
la creación de una comunidad política participativa integrada por la coali-
ción vecinal y comunista, que impulsa, desarrolla y casi monopoliza la ofer-
ta institucional de oportunidades de participación. El resto de asociacio-
nes, con bajos coeficientes de confianza e influencia (a excepción de las
peñas), se integran en una comunidad política indiferenciada. Sus actores
corporativos poseen menor acceso a las oportunidades de participación e
interactúan con el gobierno municipal mediante mecanismos y acuerdos
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mento de participación ciudadana, desde el que se desarrolla la política
pública de participación.
Lo expuesto muestra que antes de decidir si fomentará o no la participa-
ción, o si privilegiará en mayor medida a unas asociaciones que a otras, el par-
tido o coalición en el gobierno municipal tratará de conocer los coeficientes
de confianza e influencia de las asociaciones locales. En este sentido resultan
muy aclaradoras las declaraciones de un concejal del PSOE responsable del
área de participación del Ayuntamiento de Málaga desde los años ochenta:
El colectivo de jubilados […] depende de quien le dé. Fundamentalmente en
las clases más modestas derivan todos hacia el PSOE. El colectivo de jóve-
nes […] ¡Dios supiera, Dios supiera! Las culturales […] depende. Las muje-
res […] son progresistas. Pero normalmente el movimiento es mucho más
radicalizado».
Es precisamente a partir de este conocimiento que el gobierno municipal
decidirá que sentido adopta el sesgo participativo. Precisamente el caso de
Málaga permite ilustrar la estrategia de un gobierno municipal que cree que
las asociaciones más numerosas de la ciudad (un alto coeficiente de influen-
cia) y que cuentan con un mayor grado de representación en los órganos de
representación, las de vecinos, le son adversas (un bajo coeficiente de con-
fianza).
Entre 1979 y 1995 el gobierno municipal malagueño pasa por dos eta-
pas. Hasta 1983 PCE y PSOE forman una coalición de gobierno, que se quie-
bra cuando el segundo logra gobernar en solitario desde esa fecha, y hasta
1995. Durante la primera etapa el ejecutivo y las asociaciones de vecinos for-
man una coalición cohesionada para aprobar y poner en marcha el RPC. Más
concretamente, la afinidad existente entre estas asociaciones y uno de los
miembros de la coalición, el PCE, permite —como en el caso de Córdoba—
que la oferta de oportunidades de participación favorezca a estas asociacio-
nes frente a otras, como puede apreciarse en el número de representantes que
unas y otras poseen en los plenos de distrito (tabla 3)11.
Sin embargo, el triunfo electoral del PSOE en 1983 por mayoría absoluta
obliga a este partido a plantearse una estrategia diferente: o bien deja de
ofrecer oportunidades de participación, cuestión descartada bien pronto, o
bien debe buscarse nuevos aliados para formar una coalición frente a las
AA.VV.12. Y ello porque se tiene la convicción de que este actor corporativo
no es afín a la nueva mayoría y puede socavar el consenso electoral reciente-
mente obtenido:
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11. En el momento en que se redacta y se aprueba el primer RPC el concejal responsable de
participación —Acción Vecinal— es del PCE, y los miembros de la Federación de la
AA.VV. son cercanos a ese partido. Este concejal señala en una de las entrevistas realiza-
das: «Entonces se elaboraron los primeros documentos de participación. Que me encar-
go yo de elaborar junto con la Federación de AA.VV., que también lógicamente al fren-
te de la federación había otro del Partido Comunista, que… que esto era así entonces».
12. Frente a miembros del PSOE que siguen apostando por la participación, otros creen que
las elecciones los legitiman para gobernar la ciudad sin contar con la participación de las
asociaciones locales. Un concejal del PSOE responsable del Área de Participación señala-
ba en una entrevista: «Pero bueno, vuelvo a decir que tengo compañeros que, con todo el
respeto que se merecen, que decían: “Hemos ganado las elecciones” […] Aquí ha habido
compañeros que […] unas elecciones, y se ríen de ti [por fomentar la participación]. “¿Y
qué hacen estos tíos [representantes de asociaciones locales] opinando de [las decisiones polí-
ticas]?”».
El movimiento asociativo de vecinos, su creación no es del PCE, pero el
PCE lo convierte en arma suya. Cuando comienzan las primeras elecciones,
fue su caballo de batalla […] y por eso, pues pretenden manipular todo lo
que sea colectivos asociativos, fundamentalmente centrándose en las AA.VV.»
(Concejal del PSOE responsable del Área de Participación).
Con independencia de que ello sea cierto o no, el caso es que el partido
en el gobierno municipal lo cree así, y por ello intenta contrarrestar la capa-
cidad de influencia del movimiento vecinal mediante una reforma del Regla-
mento de Participación que dé cabida a nuevos grupos13. En concreto, el
PSOE trata de dar mayor representatividad en los plenos de distrito a las aso-
ciaciones de padres de alumnos (APAS), por considerarlas más afines:
Las APAS tenían una federación muy del PSOE […] Cuando empecé a
movilizar a los movimientos sectoriales fui colegio por colegio fomentando
la existencia de APAS, como yo decía, creando al enemigo» (concejal del
PSOE responsable de Participación Ciudadana. Cursiva nuestra).
Esta estrategia también trata de ponerse en marcha posteriormente con
respecto a las asociaciones de carácter asistencial. Para ello, además, se inten-
tan potenciar consejos sectoriales en relación con diversas áreas municipales
(Educación y Servicios Sociales), para crear así un ámbito institucional ade-
cuado y autónomo para este tipo de asociaciones.
La oposición de las AA.VV. a la reforma del Reglamento14 y la debilidad
de las APAS y asociaciones asistenciales como aliado (en la medida en que pre-
sentan menores coeficientes de influencia y las políticas de servicios sociales
y de educación no son competencia exclusiva municipal), hace que la estra-
tegia del PSOE no tenga pleno éxito. Como se ve en la tabla 3, aunque las
sucesivas reformas del RPC no merman la representatividad de las AA.VV.
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13. Sobre la conveniencia o no de fomentar a partir de 1983 la participación ciudadana, un
responsable del PSOE nos dice: «Yo recuerdo que aquí quisimos mover el tema de las aso-
ciaciones y de las subvenciones, pero hace ya años. “¿Qué queréis, poner un sueldo a los
del PCE?”. Esa fue la contestación oficial del PSOE, te estoy hablando del PSOE […]
“Entonces ¿[es] que le queréis poner un sueldo a los liberados?, ¿queréis liberar a la gen-
te del PCE?”. Era una actitud muy razonable porque era verdad».14. «Al principio la primera batalla que se libró fue que la Federación de Vecinos quería más
o menos la exclusiva» (concejal del PSOE del Área de Participación Ciudadana). En opi-
nión de las AA.VV., el PSOE trata de limitar su papel mediante la reforma del RPC, a lo
cual se oponen: «[…] revisando el documento [el nuevo RPC] pues nos tiramos un año,
donde veíamos cómo todo aquel espíritu del primer documento que había nacido pro-
piciado por el movimiento vecinal de Málaga, pues se nos va cortando. El documento que
se aprobó no era el documento que queríamos el movimiento vecinal en Málaga» (ex-con-
cejal de IU y miembro de la Federación de AA.VV.) «Es importante que estén [otras aso-
ciaciones], pero que aquí si alguien había luchado por la participación eran las AA.VV.,
y por lo tanto entendíamos que eran las que tenían, un poco, que dirigir el proceso»
(miembro de la Federación de AA.VV.).
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Tabla 3. Composición de los plenos de distrito en el municipio de Málaga entre 1979
y 1995.
Reglamento Composición de plenos de distrito
1981 Presidente: concejal nombrado por el alcalde.
1983 Vocales: cada partido en proporción al Pleno Municipal.
1 miembro por cada AA.VV.
1 miembro de la Federación de AA.VV.
1 miembro por todas las APAS.
3 miembros de entre el resto de asociaciones.
1984 Presidente: concejal nombrado por el alcalde.
1988 Vocales: cada partido en proporción al Pleno Municipal.
1 miembro por cada AA.VV.
1 miembro de la Federación de AA.VV.
2 miembros de las APAS.
1 miembro de la Federación de APAS.
1 miembro por cada uno de los otros tipos de asociaciones.en términos absolutos, la diluyen incrementando la presencia de represen-
tantes de otras asociaciones. Aún así, en la tabla 2 y la figura 6 se aprecia,
mediante el índice de representación (IRi), que a mediados de los noventa las
AA.VV. siguen estando sobrerrepresentadas en relación con las demás aso-
ciaciones locales.
El mismo fenómeno parece producirse con respecto al acceso a subven-
ciones (figura 7). Aunque en términos absolutos el gobierno municipal de
1995 Presidente: concejal nombrado por el alcalde.
Vocales: cada partido en proporción al Pleno Municipal.
1 miembro por cada AA.VV.
1 miembro de la Federación de AA.VV.
2 miembros de las APAS.
1 miembro de la Federación de APAS.
1 miembro de la Federación de Peñas.
2 miembros por cada uno de los otros tipos de asociaciones.Málaga no reduce la cantidad de recursos económicos que concede a las
AA.VV. a través de subvenciones, lo hace en términos relativos. Así, estas aso-
ciaciones pasan de recibir el 34% del total de las subvenciones en 1993, a reci-
bir el 20,5% en 1995. En cambio, para el resto se producen progresivamen-
te ciertos incrementos (Navarro, 1999: 268).
El resultado de estas estrategias, que implican el esfuerzo por cambiar a
los integrantes de la coalición y, por tanto, el sentido del sesgo participativo
existente en el origen, produce la formación de al menos tres comunidades
políticas (tabla 2). La primera, formada por la coalición originaria —coalición
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PCE-PSOE y AA.VV.—, donde actores corporativos, con un alto coeficien-
te de influencia, y clase política mantienen un alto grado de superposición.
Sus relaciones se establecen mediante pautas estables y a través de los plenos
de distrito y el Departamento de Acción Vecinal. Esta comunidad política pre-
senta cierto proceso de desinstitucionalización a partir del cambio electoral
de 1983, cuando merma el coeficiente de confianza de las AA.VV.
En segundo lugar, diversas coaliciones sectoriales minoritarias —PSOE y
diversas asociaciones de carácter sectorial— caracterizadas por el bajo coefi-
ciente de influencia de los actores corporativos, pero un alto coeficiente de
confianza. Mantienen relaciones estables a través de consejos sectoriales y el
Departamento de Cultura y Participación Ciudadana (posteriormente Bie-
nestar Social y Participación Ciudadana). Esta comunidad política presenta
un bajo nivel de institucionalización a causa de la debilidad de los aliados cor-
porativos y la oposición de las AA.VV. 
Por último una comunidad política indiferenciada, en donde gobierno
municipal y actores corporativos (minoritarios en su influencia y en su con-
fianza), mantienen relaciones ad hoc, ni estables ni formalizadas, en función
de cuestiones concretas, sin que hayan alcanzado, pues, ningún grado de
institucionalización.
4. El sesgo participativo: límites estructurales a la democracia
participativa
Como se ha visto, las experiencias de democracia participativa en municipios
españoles pueden tomarse como una aplicación aproximada de las propues-
tas normativas de democracia asociativa. Se trata de reformas institucionales
que suponen la complementación de la poliarquia electoral con ciertas ofer-
ta de oportunidades de participación a grupos y asociaciones locales, sin que
esto suponga poner en cuestión que el ejercicio del poder político se legiti-
me por los procesos y mecanismos institucionales que configuran el modelo
que se pretende complementar, ya que existe consenso acerca de que éste, aun-
que con limitaciones, garantiza los postulados normativos democráticos.
Ahora bien, se ha comprobado la aparición de cierto sesgo participativo
en todos los municipios analizados, por el que parte de la ciudadanía, parte
de los grupos que pretenden hacer valer sus intereses, quedan excluidos o se
benefician en menor medida que otros del acceso al gobierno municipal, lo
que supone la limitación del proceso democratizador que éste pretende desa-
rrollar.
Tal y como postulábamos, el sesgo es resultado de la oportuna, y por tan-
to contingente, agregación de los recursos de actores electorales y corporati-
vos poderosos para configurar una coalición que garantice una solución favo-
rable al dilema que plantea para el gobierno municipal la provisión del bien
«oportunidades de participación política». Puede argumentarse, pues, que el
sesgo participativo es el resultado de la aplicación de estrategias de oportunismo
político a la resolución del dilema que representa para el gobierno local ofrecer
oportunidades de participación al mismo tiempo que pretende ganar las eleccio-
nes. Aún más, el sesgo participativo es un resultado institucionalmente indu-
cido por el propio marco institucional que se pretende modificar, la poliar-
quía electoral. Con cierta independencia de los intereses originarios de los
actores, el requerimiento institucional de ésta —victoria electoral— a sus
actores centrales, los partidos, genera una estrategia adaptativa —el sesgo
participativo— por la que se limita el alcance de la iniciativa democratizadora.
Así pues, el desarrollo de la democracia asociativa, la complementación
de la poliarquía electoral mediante la participación activa de grupos de
interés, parece encontrar límites estructurales derivados, ya no sólo del
tamaño de la comunidad política, sino sobre todo de la estructura institu-
cional que pretende transformar. Ésta última condiciona, o al menos indu-
ce, los resultados de procesos de democratización. Los gobiernos munici-
pales tienden a ofrecer oportunidades de participación siempre y cuando
esto no afecte negativamente a su legitimidad electoral. Aunque sea porque,
al límite, para ofrecerlas necesitan estar en posición de hacerlo.
Esta limitación a los procesos de democratización municipal permite con-
cluir que a la conocida paradoja democrática de la participación, se puede
añadir la que podríamos denominar paradoja de la democratización. Los ciu-
dadanos, aparte de votar, por lo común, no participan políticamente, aun-
que normativamente esto sea una exigencia del gobierno democrático (pri-
mera paradoja); pero además, cuando lo hacen, se ven limitados, al igual que
los propios partidos, la clase política, por los criterios que impone la lucha y
la victoria electorales. Su participación y acceso a los procesos de toma de deci-
siones están condicionados por ello (segunda paradoja).
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